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1. EL USO DEL SUELO SOLO PUEDE SER DETERMINANTE DEL IMPUESTO PREDIAL EN EL SECTOR URBANO
Situación fáctica: Se demandó en acción pública de simple nulidad apartes de los  Acuerdos 018 de 2002 y 065 de 1999 del Concejo Municipal de Madrid en cuanto establecen la tarifa del impuesto predial para el sector floricultor en el 16 por mil. Tesis: De la lectura del artículo 4° de la Ley 44 de 1990 y de los antecedentes legislativos se advierte que los criterios a utilizar por los Concejos Municipales para determinar las tarifas del impuesto predial son obligatorios al señalar que “deberán” establecerse “teniendo en cuenta”, los allí precisados. De otra parte se observa que tales criterios son taxativos y el Legislador los consagró por considerarlos técnicos y por cumplir con la finalidad de consultar la capacidad contributiva y estimular la actualización y formación del catastro. Así las cosas se advierte que desde el trámite de la norma se precisó que el uso del suelo sería criterio tarifario del impuesto predial para los Concejos Municipales, sólo en el caso del sector urbano y así quedó plasmado en la norma. .De acuerdo con la definición de suelo rural contenida en el artículo 33 de la Ley en mención, esta Corporación infiere que el sector floricultor se desarrolla en esta clasificación de usos del suelo, sin que obre en el expediente prueba que permita establecer con certeza que tal actividad se realiza total o parcialmente en el perímetro urbano. Así las cosas, teniendo en cuenta que de conformidad con el artículo 4° de la Ley 44 de 1990 antes analizado, el uso del suelo sólo puede ser determinante para establecer la tarifa del impuesto predial unificado en el sector urbano y en consecuencia no puede utilizarse tal criterio para el sector rural, por no estar contemplado en la norma superior., razón suficiente para declarar su nulidad. SE DECLARA LA NULIDAD PARCIAL DE LOS ARTÍCULOS 1° DE LOS ACUERDOS 065 DE 1999 Y 018 DE 2002 EXPEDIDOS POR EL CONCEJO MUNICIPAL DE MADRID (CUND.) EN CUANTO FIJARON LA TARIFA DEL IMPUESTO PREDIAL UNIFICADO PARA EL SECTOR FLORICULTOR EN EL  DIECISÉIS POR MIL (16X1000).
Sentencia del 7 de mayo de 2008. Expediente 2003-01802-02(15906). M.P. MARIA INES ORTIZ BARBOSA. 
2. LA COMISION DEL SERVICIO CIVIL DEJA SIN EFECTOS LOS RESULTADOS DE LAS PRUEBAS DE ANALISIS EN CONCURSO DE LA DIAN
Situación fáctica: Un aspirante al Concurso convocado por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales se inscribió para el cargo de asesor de servicio y control extensivo del nivel profesional y presentó las pruebas de carácter eliminatorio las cuales aprobó y continuó con la etapa clasificatoria; sin embargo con los resultados publicados el 9 de noviembre de 2007 se le indicó que no cumplía con los requisitos de estudio y título profesional. Tesis: La Comisión Nacional de Estado Civil mediante Resolución 024 de 25 de enero de 2008 al dejar sin efectos los resultados de la prueba de análisis de antecedentes y el consolidado de resultados publicados el 30 de noviembre, el 12, 21 y 28 de diciembre de 2007 ordenó repetir la aplicación de la misma y en cumplimiento a esa orden se publicaron nuevamente los resultados el 7 de abril de 2008. De lo anterior, la Sala considera que la actora continua en el concurso, de manera que la vulneración de los derechos invocados cesó y así deberá declararse. Resalta la Sala que a través de un estudio objetivo y cuidadoso de los parámetros de la convocatoria y de los antecedentes del concursante es como se debe garantizar a la comunidad en general el derecho a acceder a cargos públicos. La cesación del procedimiento por carencia de objeto, en este caso se presenta, ya que la situación que generó la vulneración de los derechos ha sido corregida por la Comisión Nacional del Servicio Civil, por lo que no tendría sentido conceder la tutela para impartir la orden de que se produzca un hecho que ya sucedió, como es incluir a la actora en el proceso de selección. Lo anterior en atención a lo dispuesto en el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991.
Sentencia del 7 de mayo de 2008. Expediente: 2008-00009-01(AC). M.P. MARIA INES ORTIZ BARBOSA.
3. SE FIJAN CRITERIOS PARA ESTABLECER LA RAZONABILIDAD DEL TERMINO PARA DEMANDAR EN TUTELA
Situación fáctica: Se trata de un infante de marina que estuvo en la Armada Nacional desde el año 1958 al 15 de junio de 1960 y como empleado civil desde junio de 1964 hasta el 30 de junio de 1980 cumpliendo 17 años y 9 meses de servicio: A su ingreso a la institución gozaba de buena salud pero pese a ello fue retirado por incapacidad física. Tesis: La Sección considera que el mecanismo excepcional de la acción de tutela fue instituido con el fin de brindar protección judicial efectiva e inmediata de los derechos constitucionales fundamentales y aunque puede promoverse en cualquier tiempo y lugar, en aplicación del principio de la inmediatez, el ejercicio de la misma debe darse dentro de un plazo razonable y oportuno de tal manera que permita garantizar el cumplimiento de su función, la cual es la protección urgente e inmediata de los derechos fundamentales. Así, no puede acudir ahora a la acción de tutela como mecanismo subsidiario para iniciar un trámite que debió surtir en su oportunidad. El plazo razonable se mide según la urgencia manifiesta de proteger el derecho y serán las circunstancias del caso concreto las que lo determinen. Sin embargo, se ha indicado que deben tenerse en cuenta algunos factores para analizar la razonabilidad del término: 1) si existe un motivo válido para la inactividad de los accionantes; 2) si esta inactividad injustificada vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión y, 3) si existe un nexo causal entre el ejercicio inoportuno de la acción y la vulneración de los derechos de los interesados. Frente al caso concreto, como la tutela se promovió 28 años después de los hechos, la Sala manifiesta que pretender acudir a la acción de tutela varios años después de que han ocurrido los hechos violatorios de los derechos fundamentales, rompe el principio de la inmediatez y desvirtúa el posible perjuicio irremediable  que se hubiere causado.
Sentencia del 7 de mayo de 2008. Expediente 2008-00099-01(AC). M.P. JUAN ANGEL PALACIO HINCAPIE.

4.  LOS APORTES ENTREGADOS EN DINERO A UNA FIDUCIARIA EN VIRTUD DE UN CONTRATO DE CONCESION DEBEN CONTABILIZARSE COMO PASIVO A CARGO DE ESTA Y NO COMO PATRIMONIO

Situación fáctica: Se discute la forma de contabilizar por parte de la entidad fiduciaria, los aportes en dinero recibidos de COMSA quien a su vez era la concesionaria de un contrato para la realización de obras de rehabilitación, construcción, operación, mantenimiento y prestación de servicios de u proyecto vial que el gobierno había adelantado a través de INVIAS.  Tesis: En el presente caso, en la constitución de los patrimonios autónomos estipulados tanto en el contrato de concesión como en el de fiducia mercantil, el fideicomitente fue COMMSA y aunque los recursos del INVIAS se transferirían al FIDEICOMISO, no por ello puede considerarse que el INVÍAS hubiera adquirido la condición de fiduciante. Como el INVIAS no es el fiduciante, los aportes efectuados por él a la fiducia, no podían cambiar su titularidad para pasar a ser propiedad del fiduciario, por lo que se ajustó a derecho y a la realidad de los contratos de concesión y de fiducia mercantil, la instrucción de la Superintendencia Bancaria  de contabilizar tales recursos como un pasivo a cargo de la Unión Temporal. De manera que una vez el fiduciante transfiere los bienes al fiduciario, se forma con ellos un patrimonio autónomo, separado del resto de activos de la entidad y de los que correspondan a otros negocios fiduciarios. La exigencia de la separación de los “bienes fideicomitidos” del resto del activo de una Fiduciaria, busca que ese patrimonio no se confunda con el del fiduciario ni con otros patrimonios igualmente constituidos, por ello se constituye como patrimonio autónomo y contablemente debe ser reflejado de manera diáfana su registro como bienes propios, en el caso de la fiducia mercantil. Lo anterior confirma la naturaleza de pasivo de estos recursos conforme a la definición del artículo 36 del Decreto 2649 de 1993. Finalmente, los rendimientos son una renta producida por un capital que pertenecen al titular del capital de donde provienen, de manera que en el caso de los aportes del INVIAS, cuya titularidad está en cabeza de esa entidad, sus rendimientos también son propios y deben contabilizarse, como lo establecieron los actos acusados, como un mayor valor del pasivo, en atención al principio del derecho de que lo accesorio sigue la surte de lo principal. Por lo anterior la Sala considera, que las instrucciones dadas en los actos acusados por la Superintendencia Delegada sobre la forma de contabilizar los aportes de capital del INVIAS recibidos por los fideicomisos, así como sus rendimientos, no desconocieron las normas generales expedidas por la Superintendencia Bancaria, ni las legales que rigen el contrato de fiducia mercantil. 
Sentencia del 7 de mayo de 2008. Expediente 2002-00437-01(13917). M.P. JUAN ANGEL PALACIO HINCAPIE. 

5. LOS TERCEROS PUEDEN INTERVENIR EN ACCIONES DE SIMPLE NULIDAD DESDE LA ADMISION DE LA DEMANDA

Situación fáctica: La sociedad CORELCA  presentó demanda en acción de nulidad y restablecimiento del derecho contra la actuación administrativa representada en varios actos del jefe de rentas de Impuesto departamental de la Guajira; tal proceso se acumuló con otros, ante lo cual un ciudadano aduciendo la calidad de coadyuvante interpuso recurso de reposición contra el acto de la acumulación. Tesis: Se observa que ni el numeral 5 del artículo 207 ni el artículo 146 del C.C.A. establecen de manera clara y precisa a partir de qué momento se puede presentar la solicitud de intervención como tercero en un proceso administrativo, pues la primera sólo señala uno de los momentos en los cuales los terceros pueden intervenir para impugnar o coadyuvar la demanda, y la segunda, hasta qué momento se puede solicitar dicha intervención. En ese orden, la Sala, de conformidad con lo estipulado en el artículo 228 de la Constitución, precisa que el momento a partir del cual es procedente la intervención de terceros en los procesos contenciosos administrativos, es una vez se haya proferido el auto admisorio de la demanda dentro del respectivo proceso, con lo cual, se garantiza plenamente al tercero interviniente su derecho de acceso a la administración de justicia y se pone la jurisprudencia de esta Corporación a tono con los principios consagrados en la Constitución Política. En efecto, al solicitarse por el recurrente el 1° de noviembre de 2006 que se le tuviera como parte coadyuvante en los procesos 2006 – 00448 y 2006 – 00701, acumulados al proceso de la referencia, fecha para la cual ya se habían proferido los correspondientes autos admisorios de las demandas, pero aún no se habían fijado en lista, la solicitud fue presentada en tiempo. Por otro lado, en cuanto a la acreditación por parte del recurrente del interés directo que le asiste en el proceso, se señala que el interés directo que se exige para quien desea intervenir como parte coadyuvante o impugnadora en un proceso contencioso administrativo de nulidad y restablecimiento del derecho, consiste en que de la sentencia que se profiera se pueda establecer beneficios o perjuicios para éste. 
Auto del 7 de mayo de 2008. Expediente 2005-00979-01(16847). M.P. JUAN ANGEL PALACIO HINCAPIE. 

6.1  EN LOS BONOS DE PAZ EL TERMINO PARA RATIFICAR AL AGENTE OFICIOSO ES EL PREVISTO EN EL C.C.A.
Tesis: Ni la Ley 487 de 1998 ni el Estatuto Tributario, al cual remite el artículo 7 de dicha ley, consagran previsión expresa respecto del término que tiene el agenciado para ratificar los recursos administrativos interpuestos por el agente oficioso, motivo por el cual debe aplicarse el Código Contencioso Administrativo, como lo prevé el artículo 1 de dicha normatividad.  El artículo 52 del Código Contencioso Administrativo, que señala los requisitos que deben reunir los recursos en la vía gubernativa, fija un término de tres meses para que la persona por quien obra el agente oficioso ratifique su actuación. Lo anterior quiere decir, que el legislador previó un término mayor para ratificar la actuación del agente oficioso que para resolver los recursos administrativos interpuestos por éste, sin que ello signifique que el lapso para ratificar deba reducirse al plazo que tiene la Administración para decidir el recurso, sea éste cual fuere, pues, se violaría el derecho de defensa del administrado a cuyo favor se instauró el plazo de la ratificación.

6.2  AL ACTO QUE DETERMINA MAYOR VALOR DE LOS BONOS DE PAZ NO LE ES APLICABLE EL TERMINO DE FIRMEZA DE LAS DECLARACIONES
Tesis: Pues bien, en relación con la pretendida extemporaneidad de la resolución que determinó el valor de la inversión en bonos a cargo del actor, por cuanto se notificó cuando había vencido el plazo de dos años que tenía la DIAN para expedir dicho acto, se precisa que la obligación prevista en la Ley 487 de 1998 es distinta de la tributaria consagrada en el Estatuto Tributario, toda vez que se trata de una operación de endeudamiento interno de la Nación a través de la colocación de títulos de deuda pública —bonos para la paz—.Y, aun cuando para efectos de control de la inversión,  el artículo 7 de la Ley 487 de 1998 otorgó a la Administración las facultades de investigación, determinación, discusión y cobro previstas en el Estatuto Tributario, dicha norma no hizo remisión alguna – general ni específica - a las disposiciones que regulan el trámite para las liquidaciones oficiales de impuestos o la imposición de sanciones tributarias, como lo entiende la demandante. Dado que la obligación de suscribir los bonos no es de naturaleza tributaria, el acto de determinación de la inversión no puede considerarse como una liquidación oficial, ni mucho menos como una sanción tributaria, por lo cual las normas tributarias aplicables, en relación con las facultades asignadas para el control de la inversión, sólo pueden ser las que resulten compatibles con la naturaleza de la inversión.

Sentencia del 7 de mayo de 2008. Expediente: 2003-00464-01(15283). M.P. HECTOR J. ROMERO DIAZ. 
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